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SEÑOR 


JUEZ ADMINISTRATIVO DE TUNJA (REPARTO)                            


DISTRITO JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE BOYACA. 


E.                                S.                                     D. 


 


 


REFERENCIA: DEMANDA DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 


DEMANDANTE: URUEÑA MARTÍNEZ HUBER 


DEMANDADO: EJERCITO NACIONAL 


DEMANDA: 


OMAR SUAREZ CONTRERAS, mayor de edad, vecino de esta ciudad, abogado en 


ejercicio, identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, con T. P. Nº 


111321 del C. S. de la J. actuando en nombre y representación del señor URUEÑA 


MARTÍNEZ HUBER, mayor de edad, identificado con c.c. Nº 93.020.076 de Ortega Tolima, 


conforme al poder que me ha sido conferido y en ejercicio de la ACCIÓN DE NULIDAD Y 


RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, ante ustedes presento demanda contra el EJERCITO 


NACIONAL representado legalmente por su comandante, el señor General JAIME 


LASPRILLA o por quien haga sus veces, para que por los trámites del proceso ordinario, se 


profiera sentencia sobre las siguientes: 


PRETENSIONES: 


Las pretensiones de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho son las 


siguientes:  


Primera: Decretar la nulidad del Acto Administrativo, orden administrativa de personal 
N°1091, de fecha 3 de febrero del 2014, expedido por la jefatura de desarrollo humano 
del Ejército Nacional, suscrita por el señor Mayor General Jairo Salguero Casas, jefe de 
desarrollo humano del Ejército, mediante la cual se retira del servicio activo del Ejército 
Nacional al señor soldado profesional URUEÑA MARTINEZ HUBER. 


Segunda: Como consecuencia de la anterior declaración, en calidad del restablecimiento 
del derecho, ordenar el reintegro del señor URUEÑA MARTINEZ HUBERal cargo que venía 
desempeñando como soldado profesional del Ejército Nacional o a otro cargo similar o 
compatible con sus condición dentro del Ejército. 


Tercero: En consecuencia y a título de restablecimiento del derecho, ordenar a la nación – 
Ejército Nacional que pague al señor URUEÑA MARTINEZ HUBERlos valores de todos los 
sueldos, primas, bonificaciones y adehalas de la asignación salarial básica 







correspondiente al cargo que venía ocupando, junto con los incrementos legales, desde 
cuando se produjo su retiro hasta cuando efectivamente sea reintegrado a su empleo y se 
liquide y pague el monto de la prestación económica, por concepto de la disminución de 
la capacidad laboral a que tiene derecho. 


Cuarto: Se considera que no ha existido solución de continuidad en los servicios, para 
todos los efectos legales y prestacionales del señor URUEÑA MARTINEZ HUBER. 


Quinto: La liquidación de las anteriores condenas deberá efectuarse mediante sumas 
liquidas en moneda legal corriente de Colombia y ajustando dichas condenas, tomando 
como base el índice de precios al consumidor o al salario fijado anualmente por el 
gobierno nacional para los soldados profesionales, conforme a lo dispuesto por el Código 
Contencioso Administrativo, velando por la aplicación de la mas benéfica para el 
demandante. 


Sexta: Para el cumplimiento de la sentencia, se ordene dar aplicación a los artículos del 
Código Contencioso Administrativo. 


Séptimo: Prevenir a la entidad demandada para que en lo sucesivo, no incurra en la 
conducta ilegal que motivó el presente fallo. 


Octavo:Ordenar a la entidad Demandada el cumplimiento de la sentencia que ponga fin a 
la presente acción en la forma y en los términos señalados en los artículos 187, 188, 189, 
192, 195 CPACA, desde que el derecho se hizo exigible hasta que se haga efectivo su 
pago. 


HECHOS: 
 
1. El señor URUEÑA MARTINEZ HUBER, al ser declarado apto ingresó al Ejército Nacional 


el 2001-04-05 como soldado regular hasta el 2002-10-17 y en ese tiempo fue 
ascendido a dragoneante. 


 
2. Mi poderdante después de haber cumplido los requisitos de ley entre otros los 


exámenes psicofísicos, fue declarado apto para continuar en el Ejército en calidad de 
soldado profesional e ingresó el 2002-11-01 hasta el 2014-02-05, fecha en que fue 
notificado del retiro por disminución de la capacidad psicofísica. Es decir hizo parte 
del Ejército por más de 12 años sin solución de continuidad. 


 
3. Del Ejército Nacional fue retirado mediante orden administrativa de personal N°1091, 


de fecha 3 de febrero del 2014, de la jefatura de desarrollo humano del Ejército 
Nacional, suscrita por el señor Mayor General Jairo Salguero Casas, jefe de desarrollo 
humano del Ejército. 


 
4. Este retiro se produce al amparo del artículo 10 y 14 del decreto 1793 del 2000 


ARTÍCULO (10). RETIRO POR DISMINUCION DE LA CAPACIDAD PSICOFÍSICA: El 
soldado profesional que no reúna las condiciones de capacidad y aptitud psicofísica 
determinadas por las disposiciones legales vigentes, podrá ser retirado del 







servicio.ARTÍCULO (14). RETIRO POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE O 
GRAN INVALIDEZ: El soldado profesional con incapacidad absoluta y permanente o 
gran invalidez, será retirado del servicio, de acuerdo con las disposiciones vigentes 
sobre la materia. Es decir,exclusivamente por aspectos de salud por lesiones, 
calificadas como en combate y en actos del servicio, las normas citadas violan normas 
de mayor rango y derechos fundamentalesprescritos en los artículos 13, 47, 53 y 54 
de la Constitución, lo que daría como resultado la inaplicabilidad de los artículos 10 y 
14 del decreto 1793 del 2000. En acto administrativo de retiro, se nota 
manifiestamente la ilegalidad del mismo por cuanto una de las causales, es decir, la 
del artículo 14 es contrario a la verdad del asunto y por si fuera poco ademásy desde 
mi óptica, teniendo en cuenta que el sustento de la decisión fue la calificación dada 
por la junta medico laboral y el tribunal médico militar y de policía, estos se 
excedieron e hicieron una mala aplicación del decreto 094 de 1989 por cuanto me 
parece que las lesiones del demandante no se enmarcan como causales de NO 
APTITUD PARA EL SERVICIO MILITAR. No existen antecedentes penales ni 
disciplinarios y los antecedentes de las lesiones son como se relatan en los dos 
siguientes hechos. 


 
5. Con fecha 6 de Diciembre del 2009, en el sector del corregimiento de Mesetas, 


municipio de San Antonio - Tolima, en cumplimiento de operación soberanía contra la 
cuadrilla 21 de la ONT FARC, durante un  desplazamiento se accionó un artefacto 
explosivo afectando al soldado profesional URUEÑA MARTINEZ HUBER, causándole 
dolor fuerte en el oído derecho por causa de la onda explosiva, fue evacuado al 
Batallón Caicedo de Chaparral y le diagnosticaron trauma acústico severo. Se le 
adelantó el informativo administrativo por lesión, N° 22 de fecha 14 de diciembre de 
2009 y la imputabilidad señala: “De acuerdo al artículo 24 del decreto 1796 del 14 de 
septiembre del 2000, la lesión ocurrió en servicio, por causa de herida en el combate 
o como consecuencia de la acción directa del enemigo, en conflicto internacional o en 
tarea de mantenimiento de orden público; literal C”. 


 
6. En cumplimiento de su labor como soldado tuvo otra lesión con fecha 13 de agosto de 


2012 a mi prohijado se le adelantó un segundo informativo administrativo que en sus 
apartes de la descripción de los hechos dice: “El 10 de junio de 2010 en la vereda alto 
de Waterloo municipio de Chaparral en cumplimiento de la misión táctica 104 
Manizales, con la misión de brindar seguridad del pelotón de desminado humanitario, 
durante un desplazamiento táctico el SLP Urueña Martínez Huber, sufrió una caída, 
la cual le ocasionó inflamación de la rodilla izquierda y dolor fuerte,después de 4 
meses de seguir patrullando con fuerte dolor es remitido al dispensario médico del 
batallón de infantería Caicedo, donde el especialista por ortopedia determina que 
posiblemente tenía ruptura de ligamento cruzado”. (Las negrillas son nuestras). La 
imputabilidad dice que de acuerdo al Art. 24 del decreto 1796 se hizo aplicando el 
literal B en el servicio por causa y razón del mismo. Es de resaltar que en su momento 
el Capitán Fagua Zamudio Raúl Hernando ya había levantado un informativo 
administrativo sobre los mismos hechos, desconociéndose el motivo por el cual se 







adelantó un nuevo informativo por los mismos hechos.Mi poderdante continuó con 
su actividad en forma normal y eficaz, cumpliendo con su deber. 


7. Con fecha octubre 4 de 2012 se levanta el acta de la Junta Médica Laboral N° 55301 
registrada en la dirección de sanidad del Ejército, suscrita por la doctora Ana Milena 
Bohórquez y los doctores Carlos Quiroga Gonzáles y Quijano Galvis José Giovanny, 
quienes al parecer son médicos generales. La Junta Médica tuvo en cuenta los 
informativos administrativos del 13 de agosto de 2012 y el N° 22 de diciembre 6 de 
2009. En el punto IV menciona los conceptos de los especialistas y encontramos los 
antecedentes de las atenciones médicas registradas así:  
El 15-09-2011, 18-10-2011, 28-11-2011, 24-07-2012, 14-09-2011 y 16-09-2012. Al 
observar la atención del especialista de 28-11-2011 dice en la parte final “audición 
funcional posibilidad de adaptación audífonos pronóstico estable”. 
El especialista que lo atendió el 24-07-2012 expresa en la parte final “rodilla 
adecuada movilidad no dolorosa, estabilidad conservada, adecuado trofisma 
muscular pronóstico bueno”. 
La junta, al calificar la capacidad sicofísica para el servicio, señaló:  
Incapacidad permanente parcial 
No apto para actividades militares según Art. 68 literal A del decreto 094 de 1989.  
Por último expresa que posee una disminución de la capacidad laboral de (37.65%). 
 


8. Contra la anterior decisión mi poderdante interpuso el recurso de apelación ante el 
Tribunal de Revisión Médico Militar y de Policía el cual fue aceptado. 


 
9. Al desatar el recurso de apelación el Tribunal Médico expidió su acta así: Acta de 


Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía N° 5539 MDN56-TML-41-1 
registrada al folio N° 340 del libro de Tribunal Médico Laboral. (Se observa que el acta 
tiene en cuenta los mismos antecedentes médicos del señor URUEÑA MARTÍNEZ 
HUBER.) 
En la hoja 5 en el numeral 2 se dice: “Respecto a la aptitud esta instancia considera 
procedente ratificar la otorgada por la junta y por consiguiente es no apto para la 
actividad militar teniéndose presente que la lesión que ostenta en la lesión de su 
rodilla le impide el adecuado desempeño de las actividades de la vida militar”.En la 
hoja 5 numeral 3 dice en uno de sus apartes: “el calificado fue incorporado a la 
institución militar para recibir instrucción, capacitación, estar equipado y armado, 
debiendo realizar sobreesfuerzos físicos al realizar patrullajes, combates y 
desplazamientos prolongados en terrenos irregulares”. 


 
En el punto VI en la parte de la decisión, en el literal B, expresa: “incapacidad 
permanente parcial no apto para la actividad  militar según art 60 literal B ordinal 3.” 
No se recomienda su reubicación laboral”. (Se nota que es recomendación más no 
una decisión perentoria de retirarlo.)  


 
En el literal C de la disminución de la capacidad laboral dice: “total treinta y cinco 
punto sesenta y cuatro por ciento (35.64%.) (Acá disminuyeron el %). 







 
10. Destaquemos hasta acá, que entre el 2009 y el 2012, han transcurrido 3 años y al 


2013 al momento de desatar el recurso casi 5 años y sin embargo, el señor soldado 
URUEÑA MARTINEZ HUBERhoy retirado, cumplió normalmente con la actividad de 
exigencia militar y recordemos también que en el 2010 cuando sufrió la caída siguió 
patrullando y solo 4 meses después fue evacuado y no obstante, hasta el 2014 laboró 
normalmente como lo demuestran los antecedentes que existen y se relatan a 
continuación, anexándose las pruebas.  


 
11. Al ser notificado mi poderdante y ordenados los exámenes para el retiro del Ejército, 


cumplió dicha actividad y los resultados de los especialistas respectivos, se detallan en 
la FICHA MEDICA UNIFICADA que someto a la consideración directa del señor juez, 
para que tenga un concepto de primera mano y se cercioren de la injusticia que se 
está cometiendo con el señor URUEÑA MARTINEZ HUBER, sin embargo, quiero 
destacar lo relacionado con la parte auditiva en cuanto a la hipoacusia sensorial, la 
cual le permite entablar un diálogo normal, lo mismo ocurre con las extremidades 
inferiores lesionadas, que le permiten hacer desplazamientos nórmales. Las demás 
situaciones medicas halladas, son las normales producto del servicio militar durante 
casi trece años; dentro de esta ficha médica unificada cabe destacar el concepto de la 
PSICOLOGA CLINICA  y que dice textualmente “pt de 34 años al momento se observa 
orientado, coherente y organizado, con esquema corporal adecuado, alerta lenguaje 
fluido. Se recomienda realizar estudio para reubicación laboral. ya que no ha 
cumplido tiempo. No reporta antecedentes mentales a la fecha”. no requiere 
valoración por psiquiatría. En estos términos se expresó la señora profesional y creo 
Señor juez, que este es un concepto serio, profesional, responsable y válido que goza 
de plena credibilidad al momento de tomar una decisión de este asunto y que está 
acorde con lo dicho por los especialistas el 15-09-2011, 18-10-2011, 28-11-2011, 24-y 
el 07-2012, 14-09-2011 y 16-09-2012. 
 


12. Contamos también para analizar el presente asunto con la historia clínica con 
registros desde el 2007 hasta la fecha de retiro y tenemos que: 


 
Al observar en la atención del especialista de 28-11-2011 dice en la parte final 
“audición funcional posibilidad de adaptación audífonos pronóstico estable”. 
Lo que jurídicamente en el artículo 50 del decreto 094 de 1989 no tiene ningún 
respaldo para decir que un militar es no apto para el servicio.Igual a lo anterior 
ocurre con el concepto de El especialista que lo atendió el 24-07-2012 expresa en la 
parte final “rodilla adecuada movilidad no dolorosa, estabilidad conservada, 
adecuado trofisma muscular pronóstico bueno”. (Es decir que el señor Urueña puede 
recuperarse si atienden las recomendaciones médicas de los especialistas). Lo 
anterior deja sin respaldo jurídico al tribunal y la juntamédica laboral para que 
emitieran el concepto de no aptitud para el servicio militar de mi poderdante,pues no 
existe causal de NO APTITUD estipulada al amparo del decreto 094 de 1989, ni ha 







existido incapacidades frecuentes ni se ha demostrado inestabilidad de la rodilla, 
situaciones demostradas en los conceptos médicos. 
En síntesis, los conceptos tan válidos como el de la psicóloga clínica y los médicos 
especialistas fueron desconocidos y en estas condiciones no había sustento jurídico 
para que la junta laboral y el tribunal médico, emitiera la declaratoria de que el 
demandante era, NO APTO PARA EL SERVICIO MILITAR por cuanto la situación de 
salud no está enmarcada como causalde no aptitud, por el decreto 094 de 1989, 
norma utilizada para emitir la decisión; pero lo anterior también fue desconocidos por 
el mando militar quien fue el que tomo la decisión de retiro. 


 
13. Con fecha 11 de noviembre de 2008 el Sr. URUEÑA MARTÍNEZ HUBER obtuvo la 


certificación del curso de liderazgo para el mando en operaciones N° 13 junto con 
otros soldados en el centro de instrucción BR-13 y las áreas que cobijó el curso 
fueron: humanidades (donde se incluyeron principios y valores, procedimientos 
jurídicos, sistema penal acusatorio, entre otros); área técnica(entre otras  materias 
vio “Inteligencia y Contrainteligencia, enfermero de combate); área técnica 
(estudios entre otras, infiltración, reconocimiento empleo de la reserva). Lo anterior 
se contrapone a lo dicho por la junta laboral y el tribunal militar de revisión en el 
sentido de que solo su preparación se dirigía a actividades que exigía un 
sobreesfuerzo físico, patrullajes largos y combates. 


 
14. Fue tal la actividad meritoria del SLP URUEÑA MARTÍNEZ HUBER, que el comandante 


del Ejército Nacional le confirió la medalla de herido en acción, mediante la resolución 
número 1119 del 22 de julio del 2010 suscrita por el señor comandante del Ejército 
Nacional. 


 
15. El continuo interés de superación del señor URUEÑA MARTÍNEZ HUBER, fue tan 


marcado, con el propósito de prestar mejores servicios al Ejército, que con fecha 21 
de enero del 2012 se graduó como bachiller académico en el Colegio San Luis 
Gonzaga de Girardot. 


 
16. Antes de ingresar al ejército, URUEÑA MARTINEZ HUBER, en CONCAJA, participó en 


un curso de informática básica, que pudo ser tenido en cuenta para una adecuada 
reubicación en el Ejército.   


 
17. Entre el 24 de enero al 05 de febrero, mediante órdenes del día 024, 025, 


027,028,029,030,031,032,033,034 y 035,  prestó sus servicios como centinela diurno y 
nocturno en el batallón de infantería No. 1 General Simón Bolívar, en el puesto de 
mando adelantado de Garagoa. 


 
18. Se destaca, que desde el momento del accidente, se desempeñó en el servicio militar 


en las actividades a que fuera destinado, pero más que todo patrullando y en algunos 
momentos como centinela y nunca existió queja alguna o llamadas de atención de sus 
superiores. 







 
19. Por todo lo anterior la junta médica y el tribunal médico militar se extralimitaron en 


sus funciones al recomendar la no reubicación laboral de mi poderdante. 
 
20. El señor URUEÑA MARTINEZ HUBER, contrajo matrimonio civil con  la señora OTAVO 


SALAZAR MARIA ANGELICA, con fecha 06-09-2008 y de esta unión procrearon a la 
menores URUEÑA OTAVO LINDA SOFIA, URUEÑA OTAVO MARY ALCIRA además, 
procreó extramatrimonialmente a los menores URUEÑA PERDOMO HUBER STICK Y 
URUEÑA PERDOMO KAREN MELISA, URUEÑA PERDOMO LAURA VANESA, URUEÑA 
REYES MARY LASBLEIDY, URUEÑA REYES YUREIDY YOHEIRA; el núcleo familiar fue 
desvinculado de los servicios médicos del ejercito. 


 
21. El accionante manifiesta que el retiro de la entidad le genera un perjuicio 


irremediable debido a que después del accidente adquirió préstamos para solventar 
las necesidades de su esposa e hija menor de edad. En este punto, explica que su 
cónyuge se encuentra desempleada y que sus familiares le han negado el apoyo 
económico puesto que saben que perdió su empleo, que las entidades bancarias han 
iniciado los cobros de los créditos adquiridos y que le descontaban directamente de 
nómina, es tal su estado lamentable que ni siquiera su situación económica le permite 
seguir cumpliendo con las obligaciones alimentarias con los demás hijos, pero además 
destaca y expresa que no sabe qué hará para satisfacer lo relacionado  con 
alimentación vestuario, educación, la seguridad social y salud de su núcleo familiar. 


 
22. Igualmente, declara que celebró un contrato de arrendamiento de vivienda urbana 


según el cual debe cancelar quinientos mil pesos ($500.000) mensuales, valor al que 
se le suma lo correspondiente al pago de servicios públicos y los gastos de 
manutención diaria, entre los cuales se cuenta el pago del colegio y las onces de su 
hija; estos 3 últimos hechos evidencian un asunto a tener en cuenta en la estabilidad 
laboral reforzada. 


 
23. Conforme al poder otorgado por mi poderdante le solicito al señor juez se me 


reconozca como apoderado para actuar dentro del presente proceso.  
 


 
ARGUMENTOS DEL DEMANDANTE AL CASO CONCRETO: 


 
Analizado y estudiado el asunto que se somete a consideración del señor juez, 
encontramos  aspectos que permiten demostrarle al señor juez lo injusto y lo ilegal del 
retiro, y las  incoherencias con la realidad del asunto entre ellos los siguientes: 
 
1. A la luz del derecho aplicado al señor URUEÑA MARTINEZ HUBER, no debió ser 


declarado NO APTO PARA EL SERVICIO MILITAR, por cuanto la legislación aplicada 
para estos efectos no enmarca la situaciónmédica de mi cliente como causales de no 







aptitud articulo 50 y 60 del decreto 094 de 1989, existiendo excesos en la aplicación 
de la norma y por supuesto en este orden de ideas no debió ser retirado del Ejército. 
 


2. De igual forma es falso que no sea posible la reubicación laboral por cuanto el decreto 
1793del 2000 trae esta posibilidad aunque en un caso concreto, pero en aras al 
derecho a la igualdad esta norma es aplicable al universo militar cuando ocurran 
hechos de salud, pero además los tratados suscritos por Colombia con la O.I.T. 
consagran este aspecto y los artículos 3, 13, 47, 53 y 54 de la Constitución se refiere a 
la estabilidad laboral reforzada y de ellos se desprende la reubicación laboral. 


 
3. Estimo que la decisión del Ejército, al atender la recomendación de las juntas médico 


laborales, es a todas luces ilegal, discriminatoria, arbitraria, ilógica e injusta y no tuvo 
en consideración que el hoy demandante, además de haberse desempeñado como 
soldado profesional, durante más de once años, los últimos cinco años, realizó las 
actividades normales de un soldado profesional como lo demuestran las pruebas y 
donde se requirió el uso de todos los miembros, órganos y sentidos y el uso de armas 
y por lo tanto podía y puede ser reubicado en un sitio de trabajo en el que pueda 
realizar la labor aprovechable que dispusiera el mando y el Ejército. Pero además, no 
tuvo en cuenta la preparación que tenía en inteligencia, y en otras disciplinas como 
contrainteligencia, mando, computación etc. 
 


4. Con este retiro el Ejercito castra o  amputa la vida laboral de una persona que le sirvió 
durante cerca de 13 años,además deja en precarias condiciones a sus 7 hijos y a su 
esposa, por cuanto era el único soporte económico de la familia y al ser la única 
referencia laboral de su vida, pesa el hecho de la discapacidad y no ha podido 
emplearse. 
 


5. Esta probado que el demandante ingresó al EjércitoNacional en óptimas condiciones 
de salud, estudios médicos que fueron realizados con profundidad en dos 
oportunidades y no es justo que para retirarlo no le hayan hecho exámenes totales.  
 


6. Si bien es cierto que la decisión de la entidad demandada goza de presunción de 
legalidad,es también cierto que ante la violaciónde derechos fundamentales de rango 
constitucional puede ser declarada la inaplicabilidad de las normas que soporta el  
acto administrativo y por ende decretar la nulidad del acto administrativo. 
 


7. Los excesos de la junta médico laboral y el tribunal médico militar en la aplicación de 
la ley, son fundamentos jurídicos para que el señor juez estudie, analice y sean 
también considerados para resolver la petición de nulidad del acto administrativo, 
puesto que se incurrieron en ellos y es posible que se haya inducido al error al Ejército 
para expedir el acto administrativo. 


 
8. En efecto mi poderdante sufrió en el 2009 una afectación de su salud, la cual fue 


calificada como un acto en combate según el informativo administrativo. Si nos 







remontamos a los antecedentes existentes encontramos que a pesar de esta 
situación el señor URUEÑA MARTINEZ HUBER, continuó laborando normalmente y es 
tan evidente esta situación que casualmente al año siguiente en el 2010, sufrió otra 
lesión en cumplimiento de un patrullaje, por cierto meritorio, por cuanto con sus 
compañeros protegía a un grupo que cumplía labores humanitarias, de desminado de 
una área. 


 
9. Pero vemos que si en el primer caso fue atendido oportunamente, ya en el segundo 


que al parecer era más grave, fue remitido al dispensario solo cuatro meses después, 
según aparece en el informativo administrativo, así real y objetivamente, podemos 
pensar entonces que hubo una falla o error por omisión tardía en la atención 
hospitalaria, que puede ser atribuible al Estado-Ejército Nacional, configurándose una 
ilegalidad. 


 
10. Respecto al anterior aspecto, podemos inferir que si se hubiese dado una oportuna 


atención la recuperación habría sido del 100%, y esto lo digo porque el diagnóstico 
del especialista fue ruptura de ligamento cruzado, lesión que después de la operación 
tiene una recuperación total a los 6 meses; podrá entonces ser muy exigente la 
actividad laboral de un militar pero no más que la de un deportista de alta 
competencia. En conclusión, señor juez, ¿Pudo haberse recuperado el señor URUEÑA 
MARTINEZ HUBER, si la atención hubiera sido oportuna? ¿Acaso en vez de la 
recuperación del soldado, lo que pudo ocurrir en este caso fue un agravamiento de su 
situación que dejaron otras secuelas por la atención tardía? y ¿será factible, que el 
descuido del empleador se lo trasladen al empleado y ahora lo afecten aún más con el 
despido injusto, irracional, indigno que no se compadece con el más mínimo valor de 
humanismo ni apego a la Constitución y la ley? 


 
11. Ahora bien sigamos viendo los antecedentes que tuvo en cuenta la junta médica para 


calificar como no apto para el servicio militar a mi poderdante y claramente 
encontramos, que en la hoja dos del punto IV aparece con fecha 24/07/2012, en la 
parte importante dice “al examen físico se documenta lesión de ligamento cruzado 
anterior lo cual se corrobora con resonancia magnética diagnóstico: lesión ligamento 
cruzado anterior izquierda etiología: traumática estado actual:RODILLA ADECUADA 
MOVILIDAD NO DOLOROSA ESTABILIDAD CONSERVADA CAJON ANTERIOR Y 
LACHIMAN(-) ADECUADO TROFISMO MUSCULAR PRONOSTICO: BUENO NullFdo.Dr. 
JOSE MARIA NIÑO CAICEDO. 


 
12. De lo anterior podemos decir que prácticamente a mi cliente le tocó mejorarse 


patrullando y todo porque no tuvo atención especializada oportuna que se tenga 
como antecedente, así fácilmente terminaremos sin nuestros soldados; este caso me 
parece inhumano a todas luces y lo lamentable es que la solución del ejército se 
limitó a retirarlo para acabar de violentarle sus derechos fundamentales, cuando lo 
que debió hacer era reubicarlo y buscar responsabilidades por la desatención, por 
cuanto solo 2 años después lo atendió un especialista y eso con el propósito de 







buscar la forma de retirarlo, así agravar su situación y poner en peligro  otros 
derechos fundamentales. 
 


13. Lo mismo a lo anterior ocurrió respecto de la lesión en combate del año 2009, por 
cuanto la atención que recibió aparece registrada con fecha 28/11/2011 y aparece en 
la hoja 2 del acta de la junta medico laboral, anotación que dice así: servicio 
OTORRINO y en la parte final e importante textualmente dice: “DIAGNOSTICO: 
HIPOACUSIA NEUROSENSORIAL BILATERAL SECUNDARIA A RUIDO TRAUMA 
EXPLOSIVO, ESTADO ACTUAL: AUDICION FUNCIONAL POSIBILIDAD DE ADAPTACION 
DE AUDIFONOS PRONOSTICO: ESTABLE  Null FDO MEDICO ESPECIALISTA.- “ Es decir 
que la conclusión, para los especialistas en las dos lesiones de mi poderdante tenían y 
tienen la posibilidad de solución médica pues la situación de esta última es con 
PRONOSTICO ESTABLE y la del 2010 se calificó como buena, por cada uno de los 
especialistas. Mi inferencia no es desconocer la competencia de las juntas médico 
laborales pero la verdad es que no sé qué profesionales las efectuaron, aunque 
pueden ser médicos, los cuales mal hicieron en desconocer los conceptos de los 
especialistas que atendieron a URUEÑA MARTINEZ HUBER; además puede estar 
ocurriendo que los decretos en que se apoyan las juntas médicas no están acorde con 
la Constitución y la ley. 
La iniciación de adelantar un informativo administrativo se hizo fuera de términos y 
no buscaba el retiro, más bien, por el contrario buscaba el reconocimiento pecuniario, 
pero estos actos si son una forma de iniciar la junta médica laboral que tampoco el 
resultado necesariamente sea el retiro del funcionario y solo será así en casos graves 
cuando haya derecho al reconocimiento de una pensión. 
 


14. Ahora bien, este tipo de decisiones del ejército, han sido atacadas en acciones de 
tutela y han sido estudiadas y analizadas por los Honorables Magistrados de los 
tribunales y del Honorable Consejo de Estado, que han recibido el respaldo de la 
honorable Corte Constitucional en instancia de revisión, que ha sentado precedente 
al considerar la INAPLICABILIDAD del decreto 1793 del 2000 articulo 10 yotros retiros 
por situaciones de salud, cuando se ha soportado el retiro de soldados profesionales 
en las juntas laborales que deciden con calificaciones, de algún grado de disminución 
de la capacidad laboral y son declarados no aptos para el servicio militar, sin tener en 
cuenta que se han vulnerado derechos fundamentales de rango constitucional como 
la estabilidad laboral reforzada, la seguridad social, la igualdad y otros que son de los 
que se solicita la protección en la presente acción. 
 
No es aceptable desde ningún punto de vista, que la lesión de mi poderdante se 
pueda comparar o calificar con una lesión con incapacidad absoluta y permanente o 
gran invalidez que es lo que señala el artículo 14 del decreto 1793 del 2000, norma 
señalada para el retiro y es clara la ilegalidad. Lo que sí es evidente es que hubo un 
empeoramiento de la salud por el descuido del ejercito y por no ofrecer la 
recuperación terapéutica a mi cliente. 
 







15. Veamos la génesis del desarrollo de la vida como adulto de señor URUEÑA MARTINEZ 
HUBER así: cuando apenas cumplía un poco más de 18 años tomo la decisión de 
ingresar al ejército a prestar el servicio militar como soldado regular donde se destacó 
al punto de ser nombrado como dragoneante, de ahí en adelante sus superiores lo 
motivaron para que terminado este servicio, ingresara a formar parte como soldado 
profesional, decisión que no dudó en tomar por cuanto ya el servicio militar era el 
proyecto de vida laboral que se había trazado, por eso dedicó todo su tiempo a este 
servicio, a prepararse cada vez más, al punto de poder decir que realmente es lo 
único que sabe hacer, a estas alturas está a punto de cumplir 35 años de edad y ha 
dedicado casi 13 años al ejército y la verdad es que lo único que sabe hacer es ser 
militar, ahora la decisión del ejercito lo ha tomado por sorpresa y ha trastocado su 
proyecto laboral al punto de estar totalmente desubicado en este sentido, pero 
además, las dificultades de la familia empeoran a cada momento, los hijos pasan 
momentos difíciles, las deudas se incrementan y la seguridad social ya no existe, todo 
por una decisión, desafortunada e injusta de su querida institución que a estas alturas 
y en mal momento lo abandonó por haber cumplido con su deber. 
 
Señor juez acaso el Ejército ha cumplido con su deber jurídico de brindar la adecuada 
atención en salud a mi poderdante, no existió ni existe el más mínimo interés de 
solucionarle las secuelas leves o graves que padeció y padece por cumplir con su 
deber, acaso esto no podemos asimilarlo a una especie de maltrato, con todas las 
pruebas que existen, si nos remontamos al año 2011 cuando el médico especialista 
(otorrino) expreso audición funcional posibilidad de adaptación de audífonos 
pronóstico: estable   Null FDO médico especialista.- y en cuanto a la rodilla aun 
tampoco le han solucionado la situación y ya estamos en el 2014. Es decir han pasado 
5 y 4 años respectivamente y el soldado sigue igual; sin audífonos y la rodilla con 2 
tornillos incrustados por una cirugía por no atenderlo en el 2010. Lo que si resultó es 
que ahora está retirado, por asuntos de salud, véase que a estas alturas la operación 
por ruptura de ligamento cruzado no se ha practicado. 
 
La declaratoria de no apto para el servicio, de un funcionario de esta naturaleza, no 
significaba que la mejor solución era la destitución por cuanto no es concordante el 
hecho que a pesar de la lesiones de mi poderdante,éste durante 5 y 4 años siguió 
prestando sus servicios normalmente como militar y después de ese tiempo en forma 
repentina  se decide que ya no servía como militar, entonces que pasó después de las 
lesiones, acaso en esos momentos si era apto y como ahí sí pudo cumplir con el 
servicio militar incluso hasta el cinco (5) de febrero de 2014, es decir dos (2) días 
después de la expedición del acto administrativo,pero además la preparación en 
inteligencia, contrainteligencia, infiltración, seguimientos, mando, computación y 
como bachiller le permitían y permiten seguir perteneciendo al ejército nacional,  lo 
anterior desnaturaliza la decisión del Ejército al aplicar el artículo 10 del decreto 1793 
del 2000 que dice así: “RETIRO POR DISMINUCION DE LA CAPACIDAD PSICOFÍSICA. El 
soldado profesional que no reúna las condiciones de capacidad y aptitud psicofísica 







determinadas por las disposiciones legales vigentes, podrá ser retirado del servicio”, 
pero esta  norma viola derechos y se legitima la declaratoria de su inaplicabilidad. 
 


16. La  vocación de servicio de mi poderdante no tiene discusión, pero nótese que su 
interés de mantener el vínculolaboral con el Ejército ha sido totalmente voluntaria y 
es que se desprende además de las pruebas que se ha preparado en diferentes áreas 
de la vida militar y no puede decirse como lo dice la junta médica que el ejército 
requiere que los soldados profesionales su capacidad psicofísica solo para patrullajes 
y combates, actividades que requieren un sobreesfuerzo, pues el Ejército es una 
institución que hoy por hoy tiene un rol y función integral en la vida militar de ahí el 
deseo de preparar sus hombres, como en el caso particular del señor URUEÑA 
MARTINEZ HUBER, quien fue  PREPARADO en INTELIGENCIA, CONTRAINTELIGENCIA, 
MANDO Y OTROS AREAS que también sirven en la VIDA MILITAR PARA 
CONTRARRESTAR AL ENEMIGO, pero además mi poderdante es bachiller y preparado 
en computación, es decir, integralmente es útil al Ejército pues posee capacidad 
destreza, habilidad y no se le puede descalificar por tener una discapacidad parcial, 
sin evaluar a fondo si podía seguir prestando sus servicios como lo hizo los últimos 
años, lo cual desde una órbitaprobatoria laboral no hay prueba que así lo sea por 
cuanto hasta el último momento le sirvió al Ejército patrullando como todo un militar 
y no hay que olvidar que recientemente el Ejércitoha expresado no abandonar los 
heridos en combate y en servicio como mecanismo de desmoralizar a las tropas. 


 
Por todo lo anterior y con los antecedentes de este particular asunto, es que en forma 
respetuosa, le solicito al señor juez, que ordene la declaratoria de nulidad del acto 
administrativo acusado y ordene el reintegro de mi poderdante al Ejército y le sean 
restablecidos los derechos vulnerados.     


 
 


PETICIÓN ESPECIAL: 


En los términos del artículo 139 del Código Contencioso Administrativo, y teniendo en 


cuenta que no se ha expedido copias auténticas del acto acusado, pese haberlos 


solicitado, circunstancia que afirmo bajo juramento, con todo respeto solicito se oficie al 


EJERCITO NACIONAL ubicado en la Carrera 54 N 26 25 CAN en la ciudad de Bogotá D.C, 


con el fin que se remitan fotocopias debidamente autenticadas, con constancias de 


notificación del Acto Administrativo Orden Administrativa de Personal N° 1091 de la 


Jefatura de Desarrollo Humano del Ejército Nacional del día 3 de febrero de 2014 y 


mediante el cual se retiró del servicio activo del Ejercito al señor URUEÑA MARTINEZ 


HUBER y los demás documentos solicitados a la demandada mediante el escrito que se 


anexa en esta demanda. 


 







Por último le solicito al señor Juez, se sirva ordenar al Ejército el congelamiento de 


cualquier pago que se desee hacer al demandante por prestaciones económicas o de otro 


tipo y que estos hechos no se consideren como una pérdida del derecho hasta tanto no se 


resuelva el presente proceso. 


 


DERECHOS: 
 


Fundo esta acción en lo preceptuado en el artículo 86 de la Constitución Nacional, en 
concordancia con el artículo 1 de la Carta y con lo establecido en los artículos 13, 25,29, 
42, 47, 48, 53, 54 y 57(consagratorios de los derechos fundamentales violados) de la 
Constitución Política de Colombia, y demás normas concordantes y convenios ratificados 
como la resolución 3447 del 1975 ONU, resolución 4896 de 20 de diciembre 1973 de la 
Asamblea General de Naciones Unidas y la resolución 168 de la O.I.T, ratificada según ley 
361 de 1975, líneajurisprudencial de la Corte Constitucional y honorable Consejo de 
Estado. 
 


DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS: 
 
Con la acción plasmada en el acto administrativo que determinó el retiro del Ejército 
Nacional de mi poderdante y con las omisiones de los hechos narrados se han violado, 
amenazado, desconocido y puestos en peligro, derechos fundamentales de: la estabilidad 
laboral reforzada, la reubicación laboral, la igualdad, la seguridad social en salud, el 
mínimo vital, la dignidad humana, los derechos de los menores y la familia, la 
discriminación y al trabajo.  
 
 


BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD: 
 
El conjunto de normas que se citan a continuación han sido la parte fundamental que ha 
tenido la Corte Constitucional para resolver casos concretos sobre el tema que nos ocupa, 
así: 
 
El principio de igualdad en el marco del Estado Social de Derecho, se encuentra 
consagrado en el artículo 13 de la Carta en los siguientes términos: “Todas las personas 
nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y 
gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación 
por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 
filosófica”. 
 
Adicionalmente, la Constitución fija un deber, para que la igualdad sea real y efectiva, es 
decir, impone la obligación de adoptar medidas afirmativas que favorezcan a los grupos 
discriminados o marginados, protegiendo especialmente a “aquellas personas que por su 







condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad 
manifiesta”. 
 
El artículo 47 de la Carta dispone que el Estado tiene la obligación de previsión, 
rehabilitación e integración social con el objeto de que los disminuidos físicos, sensoriales 
y psíquicos, reciban la atención especializada que necesitan. 
 
El artículo 53 consagra los principios mínimos fundamentales que deben orientar las 
relaciones laborales, la estabilidad en el empleo y la garantía de la seguridad social.  
 
El artículo 54 señala como deber del “Estado y de los empleadores ofrecer formación y 
habilitación profesional y técnica a quienes lo requieran. El Estado debe propiciar la 
ubicación laboral de las personas en edad de trabajar y garantizar a los minusválidos el 
derecho a un trabajo acorde con sus condiciones de salud”. 
La protección especial de las personas con discapacidad, también ha sido reconocida en 
diversos tratados internacionales ratificados por Colombia. La Corte ha recordado algunos 
de estos compromisos: 
 
“La Declaración de los derechos del deficiente mental aprobada por la ONU en 1971, la 
Declaración de los derechos de las personas con limitación, aprobada por la Resolución 
3447 en 1975 de la ONU, la Resolución 48/96 del 20 de diciembre de 1993 de la Asamblea 
General de Naciones Unidas, sobre “Normas Uniformes sobre la Igualdad de 
Oportunidades para las Personas con Discapacidad”, la  Convención Interamericana para 
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con 
Discapacidad”, la Recomendación 168 de la OIT, el Convenio 159 de la OIT, la Declaración 
de SundBerg de Torremolinos de la UNESCO en 1981, la Declaración de las Naciones 
Unidas para las personas con limitación de 1983, entre otras.” 
 
Estos instrumentos imponen a los Estados una obligación clara de evitar toda clase de 
discriminación en razón de determinada condición física en el mercado laboral interno. 
 
La Ley 361 de 1997 establece mecanismos obligatorios alistado en el artículo 2 con el fin 
de lograr la integración social de las personas con limitaciones, en discriminación por 
circunstancias personales, económicas, físicas, fisiológicas, síquicas, sensoriales y sociales. 
El artículo 4° impone el deber estatal de disponer de los recursos necesarios para el 
ejercicio de los derechos fundamentales, económicos, sociales y culturales de las personas 
con limitación. Siendo obligaciones ineludibles del Estado la prevención, los cuidados 
médicos y sicológicos, la habilitación y la rehabilitación adecuada, la educación apropiada, 
la orientación, la integración laboral y la garantía de los derechos fundamentales 
económicos, culturales y sociales de esas personas. 
 
Además, el artículo 26 ibídem, consagró:  
 







“En ningún caso la limitación de una persona, podrá ser motivo para obstaculizar una 
vinculación laboral, a menos que dicha limitación sea claramente demostrada como 
incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna 
persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, 
salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo. 
 
No obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón de su 
limitación, sin el cumplimiento del requisito previsto en el inciso anterior, tendrán derecho 
a una indemnización equivalente a ciento ochenta días del salario, sin perjuicio de las 
demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código 
Sustantivo del Trabajo y demás normas que lo modifiquen, adicionen, complementen o 
aclaren. 


 


DECRETO 970 DE 1994 (Mayo 13) 


"Por el cual se promulga el convenio sobre la readaptación profesional y el empleo de 
personas inválidas". 


CONSIDERANDO: 


Que la Ley 7ª del 30 de noviembre de 1944 en su artículo 1º dispone que los tratados, 
convenios, convenciones, acuerdos, arreglos u otros aspectos internacionales aprobados 
por el Congreso, no se considerarán vigentes como leyes internas, mientras no hayan sido 
perfeccionados por el gobierno en su carácter de tales, mediante el canje de ratificaciones 
o el depósito de los instrumentos de ratificación, u otra formalidad equivalente; 
Que la misma ley en su artículo 2º ordena la promulgación de los tratados y convenios 
internacionales una vez sea perfeccionado el vínculo internacional que ligue a Colombia; 
Que el 7 de diciembre de 1989, la República de Colombia previa aprobación del Congreso 
Nacional mediante Ley 82 de 1988, publicada en el Diario Oficial Nº 38626, depositó el 
instrumento de ratificación al "Convenio sobre la readaptación profesional y empleo de 
personas inválidas", ante el director general de la Oficina Internacional del Trabajo; 
convenio suscrito en la 69ª Conferencia Internacional del Trabajo en Ginebra en 1983, que 
entró en vigor general el 20 de junio de 1985 y es vigente para Colombia desde el 7 de 
diciembre de 1990, 


 
Partimos que las lesiones por las cuales se le retira es por una explosión cuando patrullaba 
que le afecto el oído; a lo cual es artículo 47 del decreto 084/84 donde señala los grupos 
que contemplan las lesiones y afecciones causales de no aptitud señala en el grupo 3 oído 
y audición y en el grupo 13 de extremidades, es decir la atención para este aspecto en 
estas normas.  
 El artículo 50 señala "oído y audición" y en el literal b regula ciertamente "para el 
personal en servicio activo no será causal de retiro, la administración de la agudeza 
cuando el trabajador es capaz de desempeñar su función con el uso de prótesis auditiva. 







Y en cuanto a las extremidades que es la otra lesión que posee el señor URUEÑA el 
artículo 60 señala en qué casos se daría la declaratoria de no aptitud. 
literal b numeral 3 y 4 y no se encuentra que encuadre el caso de URUEÑA. 
 
Se puede observar la importancia que cobran tanto la estabilidad laboral reforzada 
respecto a los miembros de la fuerza pública, quienes se encuentran en situación de 
incapacidad, como la protección preferente en materia de empleo a las personas con 
limitaciones. De esta forma, aun cuando existe un régimen especial para los soldados 
profesionales que incluye la disminución de la capacidad psicofísica dentro de las causales 
para el retiro del servicio, la Corte ha considerado que en algunos casos la aplicación de 
esta causal puede conllevar la vulneración de los derechos fundamentales del soldado 
desvinculado. La Sala advierte que el Ejército Nacional desconoció su obligación de 
proteger a quienes han luchado por defender la Nación, dejando a un lado los deberes de 
solidaridad y  de dar un trato preferencial a aquellas personas que se encuentran en 
situación de debilidad manifiesta. Adicionalmente, la desvinculación del soldado resulta 
reprochable, puesto que se fundamenta en la disminución de su capacidad física, sin 
evaluar a fondo si éste podía continuar prestando sus servicios como conductor, así como 
lo hizo durante un año y medio o en otra dependencia de la institución. Resulta 
preocupante la afirmación realizada por el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y 
de Policía según la cual el actor no “posee capacitaciones, destrezas o habilidades 
aprovechables”, toda vez que desconoce los mandatos constitucionales de dar un trato 
preferente a quienes han sufrido mengua en su capacidad física con el objeto de lograr una 
igualdad real. Por esta razón, y como lo ha decidido esta Corporación en las sentencias T-
503 de 2010 y T-081 de 2011, se procederá a inaplicar por inconstitucional el artículo 10° 
del Decreto 1793 de 2000 que consagra la disminución de capacidad laboral como causal 
de retiro de la institución demandada. De lo contrario, se prolongaría la vulneración de los 
derechos fundamentales del actor a la estabilidad laboral reforzada, la igualdad, el 
trabajo, la salud, la dignidad humana y la seguridad social.  Por consiguiente, se ordenará 
que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de este fallo proceda a reincorporar 
al peticionario en uno de sus programas y en consecuencia sea reubicado en una actividad 
que pueda desempeñar de acuerdo con sus habilidades, destrezas y formación académica. 
Además, teniendo en cuenta que el demandante sufrió accidente mientras desarrollaba 
sus labores y puede requerir atención en salud, se ordenará que se siga brindando toda la 
atención médica requerida. Ahora bien, respecto a los salarios y prestaciones sociales 
dejados de percibir, se anota que el accionante puede acudir a la jurisdicción contencioso 
administrativa para reclamarlos. 


 
FUNDAMENTOS JURISPRUDENCIALES: 


 
El derecho a la estabilidad laboral, la reubicación laboral y otros derechos de los soldados 
profesionales que ven disminuida su capacidad laboral, encuentran respaldo en la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional y a través de la sentencia T-459-12 la sala ha 
hecho un amplio desarrollo sobre casos similares al que nos ocupa, haciendo  una 
completa mención y referencia de la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional así: 







 
La sentencia T-459 del veintiuno (21) de junio de dos mil doce (2012) establece que: 
 
Es “claro que los soldados profesionales deben contar con plena capacidad psicofísica con 
el fin de cumplir con la función que les ha sido asignada. Sin embargo, no se puede concluir 
que el Estado puede retirar a quienes han servido en la fuerza pública y han sufrido un 
menoscabo en sus aptitudes físicas, en detrimento de sus garantías a la vida, a la salud y a 
la integridad.” 
Además señala“se puede observar la importancia que cobran tanto la estabilidad laboral 
reforzada respecto a los miembros de la fuerza pública, quienes se encuentran en 
situación de incapacidad, como la protección preferente en materia de empleo a las 
personas con limitaciones. Aun cuando existe un régimen especial para los soldados 
profesionales que incluye la disminución de la capacidad psicofísica dentro de las causales 
para el retiro del servicio, la Corte ha considerado que en algunos casos la aplicación de 
esta causal puede conllevar la vulneración de los derechos fundamentales del soldado 
desvinculado”. 
 
En  este sentido, la sentencia T-470 de 2010 estableció que: 
 
“Cuando la lesión o enfermedad (i) es producida durante o por ocasión de la prestación del 
servicio y (ii) es generada como producto directo de la actividad desempeñada o (ii) es la 
causa de la desincorporación de las fuerzas militares o de policía, las fuerzas militares o de 
policía deberán hacerse cargo de la atención médica.” 
 
La sentencia T-081 de 2011, en materia de seguridad social en salud señala“aquellos 
miembros de la fuerza pública que se encuentren en servicio activo, sino también aquellos 
que hayan sufrido una lesión o enfermedad durante la prestación del mismo, por ello no 
deberá entenderse que dicha obligación se extingue con la desvinculación.” 
  
La sentencia T-503 de 2010, sostuvo que en lo referente al retiro del servicio de los 
soldados profesionales se encontraba amparada por la presunción de constitucionalidad y 
legalidad, por no había sido objeto de pronunciamiento por parte del Consejo de 
Estado.Sin embargo, después de analizar el caso de un ex miembro del Ejército, 
desvinculado por disminución de su capacidad laboral en un 28.25%, la Corte “acudió a la 
excepción de inconstitucionalidad del artículo 10 del Decreto 1793 de 2000, argumentando 
que al aplicarse dicha norma en el caso concreto, se transgredían los derechos 
fundamentales del accionante.” Se reconoció que si bien “se requiere la plena capacidad 
sicofísica de un soldado profesional, al mismo tiempo, no debe perderse de vista, tal como 
se explicó, que el Estado debe asegurar una debida protección a las personas que han 
sufrido una discapacidad en actos relacionados con el servicio, como es el caso de los 
soldados profesionales.” Por ello, este Tribunal ordenó la reincorporación del soldado.  
 
La posición anterior fue adoptada en la sentencia T-081 de 2011, en la que se estudió el 
caso de un soldado profesional que fue víctima de una mina antipersona cuando se 
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encontraba prestando el servicio. A raíz de dicho accidente, fue calificado con una pérdida 
de capacidad laboral del 32.57% que llevó a la declaratoria de no aptitud para continuar 
en la institución. Y ordenar el reintegro del actor y resaltó “que la desvinculación del 
demandante de la fuerza castrense lo deja desprovisto de un trabajo que le permita 
desarrollarse de manera efectiva en la sociedad, este retiro desconoce los preceptos 
trazados por la Organización Internacional del Trabajo en materia de integración social, 
por ello es vital comprender que a pesar de que las personas que hacen parte de un cuerpo 
institucional armado son formadas para la guerra y su trabajo está dado dentro del 
conflicto, no por ello cuando por curso de éste se ven transgredidas en su integridad física 
o síquica dejan de ser “útiles” en su labor y para la sociedad. Por consiguiente, no deben 
ser desvinculadas sin que medien formas de contrarrestar el daño ocasionado”. 
 
La T-459-12 señala “en este punto, vale la pena señalar que la reincorporación no tiene 
que ser necesariamente al mismo cargo que desempeñaba el individuo, sino que éste 
debe “ser reubicado en una actividad que pueda desempeñar, teniendo en cuenta tanto su 
grado de escolaridad así como sus habilidades y destrezas” En este orden de ideas, se 
puede observar la importancia que cobran tanto la estabilidad laboral reforzada respecto 
a los miembros de la fuerza pública, quienes se encuentran en situación de incapacidad, 
como la protección preferente en materia de empleo a las personas con limitaciones. De 
esta forma, aun cuando existe un régimen especial para los soldados profesionales que 
incluye la disminución de la capacidad psicofísica dentro de las causales para el retiro del 
servicio, la Corte ha considerado que en algunos casos la aplicación de esta causal puede 
conllevar la vulneración de los derechos fundamentales del soldado desvinculado”. 
 
La T-459-12 según el Expediente T-3375639 Bogotá, D.C., veintiuno (21) de junio de dos 
mil doce (2012) la Sala Quinta de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los 
Magistrados Jorge Iván Palacio Palacio, Nilson Pinilla Pinilla y Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, 
estableció que sobre los hechos del caso objeto de análisis, “la Sala advierte que el Ejército 
Nacional desconoció su obligación de proteger a quienes han luchado por defender la 
Nación, dejando a un lado los deberes de solidaridad y de dar un trato preferencial a 
aquellas personas que se encuentran en situación de debilidad manifiesta. Adicionalmente, 
la desvinculación del soldado resulta reprochable, puesto que se fundamenta en la 
disminución de su capacidad física, sin evaluar a fondo si éste podía continuar prestando 
sus servicios como conductor, así como lo hizo durante un año y medio o en otra 
dependencia de la institución". 
Y más adelante dice: “Resulta preocupante la afirmación realizada por el Tribunal Médico 
Laboral de Revisión Militar y de Policía según la cual el actor no “posee capacitaciones, 
destrezas o habilidades aprovechables”, toda vez que desconoce los mandatos 
constitucionales de dar un trato preferente a quienes han sufrido mengua en su capacidad 
física con el objeto de lograr una igualdad real”. 
 
Y señala “por esta razón, y como lo ha decidido esta Corporación en las sentencias T-503 
de 2010 y T-081 de 2011, se procederá a inaplicar por inconstitucional el artículo 10° del 
Decreto 1793 de 2000 que consagra la disminución de capacidad laboral como causal de 







retiro de la institución demandada. De lo contrario, se prolongaría la vulneración de los 
derechos fundamentales del señor Pabón Moreno a la estabilidad laboral reforzada, la 
igualdad, el trabajo, la salud, la dignidad humana y la seguridad social.” 
 
Y en la decisión la corte dijo: “ Por consiguiente, se ordenará que dentro de las 48 horas 
siguientes a la notificación de este fallo proceda a reincorporar al peticionario en uno de 
sus programas y en consecuencia sea reubicado en una actividad que pueda desempeñar 
de acuerdo con sus habilidades, destrezas y formación académica. Además, teniendo en 
cuenta que el demandante sufrió accidente mientras desarrollaba sus labores y puede 
requerir atención en salud, se ordenará que se siga brindando toda la atención médica 
requerida. 
Ahora bien, respecto a los salarios y prestaciones sociales dejados de percibir, se anota 
que el accionante puede acudir a la jurisdicción contencioso administrativa para 
reclamarlos”. 
 
Y continua así señalando “se concederá la tutela de los derechos invocados por el señor 
Luis Arnulfo Pabón Moreno y se ordenará al Ejército Nacional que, una vez se notifique el 
presente fallo, en un término de 48 horas proceda al reintegro inmediato del demandante 
en uno de sus programas o en otra área en la cual pueda prestar sus servicios, siempre y 
cuando ésta sea acorde tanto a su estado físico como a sus habilidades y destrezas. Así 
mismo, deberá realizarse la afiliación al servicio médico del accionante y su núcleo 
familiar.” 
 
Pero además de la corte constitucional los honorables Tribunales Administrativos y el 
Consejo de Estado han profundizado en esta materia, haciendo su propio desarrollo 
jurisprudencial con similar simpatía por el tema; en su línea jurisprudencial, la honorable 
Corte Constitucional en sus decisiones ha tratado temas especiales como la inaplicabilidad 
de las normas que sustentan el retiro de soldados en las condiciones similares al caso 
concreto que nos ocupa, pero además en algunas de sus decisiones ha tratado otros 
asuntos y ha dicho:     
  
En buena hora la Corte ha venido realizando análisis y estudios de temas que a partir de 
1991 cobraron vigencia constitucional en nuestra carta política, tales como el estado de 
las personas con discapacidad como sujetos de especial protección constitucional. 
 
La Corte en las sentencias T-198-06 y la T-503, haciendo referencia a la ley 631 de 1997 
sostuvo: 
Sentencia T-198 de 2006 “que la mencionada norma consagra una protección laboral 
reforzada positiva y negativa a favor de las personas con discapacidad. La positiva implica 
que la limitación de una persona, no puede ser motivo para obstaculizar una vinculación 
laboral, a menos que se demuestre claramente que ésta es incompatible e insuperable en 
el cargo que se va a desempeñar. El campo negativo se refiere a la imposibilidad de 
despedir o terminar el contrato de una persona por razón de su limitación, salvo que 
medie autorización de la Oficina de Trabajo. Cuando se omita esta exigencia, el trabajador 







tendrá derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta días del salario, sin 
perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con 
el Código Sustantivo del Trabajo”. 
 
La sentencia T-503 de 2010 sobre el derecho a la estabilidad laboral reforzada, 
contemplaba la garantía a la reincorporación y reubicación del trabajador con 
discapacidad, teniendo en cuenta alternativas laborales compatibles con sus condiciones, 
sin que ello lleve a desmejorar su situación de empleo. Y manifestó que en materia 
laboral, “la protección especial de quienes por su condición física están en circunstancia  de 
debilidad manifiesta se extiende también a las personas respecto de las cuales esté 
probado que su situación de salud les impide o dificulta sustancialmente el desempeño de 
sus labores en las condiciones regulares, sin necesidad de que exista una calificación previa 
que acredite su condición de discapacitados”.   
 
“el amparo cobija a quienes sufren una disminución que les dificulta o impide el 
desempeño normal de sus funciones, por padecer i) deficiencia entendida como una 
pérdida o anormalidad permanente o transitoria, sea psicológica, fisiológica o anatómica 
de estructura o función; ii) discapacidad, esto es, cualquier restricción o impedimento del 
funcionamiento de una actividad, ocasionado por un desmedro en la forma o dentro del 
ámbito considerado normal para el ser humano; o, iii) minusvalidez, que constituye una 
desventaja humana, al limitar o impedir el cumplimiento de una función que es normal 
para la persona, acorde con la edad, sexo o factores sociales o culturales”. 
 
 Así las cosas, la estabilidad laboral reforzada de las personas en situación de discapacidad, 
es una garantía constitucional otorgada a quienes por su situación física, psíquica y 
sensorial, se encuentran en una situación de debilidad. Esta protección hace parte del 
derecho al trabajo y tiene como fundamental el hecho de que estas personas no se 
encuentran en un plano de igualdad, por lo que requiere la adopción de medidas positivas 
para lograr su verdadera integración social. 
 
Sobre el derecho a la reubicación de los soldados profesionales que ven disminuida su 
capacidad laboral, la Corte estudió y analizó el decreto 1793 del 2000 en especial los 
artículos 1, 2, 3, 8 y 10 ante lo cual, señalo con toda claridad que: 
 
“los soldados profesionales deben contar con plena capacidad psicofísica con el fin de 
cumplir con la función que les ha sido asignada.” Y agregó: “Sin embargo, no se puede 
concluir que el Estado puede retirar a quienes han servido en la fuerza pública y han 
sufrido un menoscabo en sus aptitudes físicas, en detrimento de sus garantías a la vida, 
a la salud y a la integridad.” 
 
T-081-11 
“Bajo estos hechos, es claro para la Sala que en virtud de la protección de los derechos 
fundamentales del señor Cediel Carrillo Ortiz es necesario inaplicar el artículo 10 de 
Decreto 1793 de 2000, toda vez que de lo contrario se estaría ante una flagrante 







vulneración de sus derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, a la 
estabilidad laboral reforzada, al mínimo vital y al trabajo. Por consiguiente se ordenará 
como se hizo en la sentencia T-503 de 2010 que dentro de las 48 horas siguientes a la 
notificación de este fallo proceda a reincorporar al peticionario en uno de sus programas y 
en consecuencia sea reubicado en una actividad que pueda desempeñar de acuerdo con 
sus habilidades, destrezas y formación académica. 
Bajo este entendido, considera la Sala de Revisión que el Ejército Nacional de Colombia, 
debe adoptar las medidas necesarias para reubicar al peticionario, teniendo en cuenta su 
grado de escolaridad, habilidades y destrezas”.      
 
T-503-10 
“Bajo este entendido, considera la Sala de Revisión que el Ejército Nacional de Colombia, 
debe adoptar las medidas necesarias para reubicar al peticionario, teniendo en cuenta su 
grado de escolaridad, habilidades y destrezas." 
 
“En corolario, se revocará el fallo proferido por la Sala de Casación Penal de la Corte 


Suprema de Justicia, autoridad que declaró improcedente la acción de tutela por falta 


del requisito de subsidiaridad, señalando que la posibilidad de acudir a otros medios de 


defensa judicial y la falta de demostración de un perjuicio irremediable, impiden al juez 


de tutela intervenir el asunto objeto del sub judice; y en su lugar, se concederá el 


amparo deprecado para proteger los derechos fundamentales invocados por el actor. 


Así, se ordenará al Ejercito Nacional de Colombia, que si no lo ha efectuado, dentro del 


término de cuarenta y ocho (48)  siguientes a la notificación de la presente sentencia 


proceda a incorporar al peticionario en uno de sus programas y en consecuencia, sea 


reubicado en una actividad que pueda desempeñar.” 


Citando la jurisprudencia sobre este particular tema, encontró que:  
 
En dicha sentencia, sostuvo. “se requiere la plena capacidad sicofísica de un soldado 
profesional, al mismo tiempo, no debe perderse de vista, tal como se explicó, que el Estado 
debe asegurar una debida protección a las personas que han sufrido una discapacidad en 
actos relacionados con el servicio, como es el caso de los soldados profesionales.” Por ello, 
este Tribunal ordenó la reincorporación del soldado.  
 
En este punto, vale la pena señalar que la reincorporación no tiene que ser 
necesariamente al mismo cargo que desempeñaba el individuo, sino que éste debe “ser 
reubicado en una actividad que pueda desempeñar, teniendo en cuenta tanto su grado de 
escolaridad así como sus habilidades y destrezas”.  
 
En este orden de ideas, se puede observar la importancia que cobran tanto la estabilidad 
laboral reforzada respecto a los miembros de la fuerza pública, quienes se encuentran en 
situación de incapacidad, como la protección preferente en materia de empleo a las 
personas con limitaciones. De esta forma, aun cuando existe un régimen especial para los 







soldados profesionales que incluye la disminución de la capacidad psicofísica dentro de las 
causales para el retiro del servicio, la Corte ha considerado que en algunos casos la 
aplicación de esta causal puede conllevar la vulneración de los derechos fundamentales 
del soldado desvinculado.” 
 
 


SENTENCIAS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN CASOS SIMILARES: 
 
La sentencia T-503/10 en la decisión señalo: 
 


"RESUELVE: 


PRIMERO. REVOCAR por las razones expuestas en esta providencia, la Sentencia 


proferida el diez (10) de diciembre de dos mil nueve (2009) por la Corte Suprema de 


Justicia, Sala de Casación Penal, la cual confirmó la Sentencia del treinta (30) de octubre 


de dos mil nueve (2009) del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Penal y, 


en su lugar, CONCEDER el amparo de los derechos fundamentales al trabajo, a la vida 


digna, al mínimo vital, a la igualdad y a la estabilidad laboral reforzada del señor Iván 


Darío Castañeda Galvis. 


SEGUNDO. ORDENAR al Ejército Nacional de Colombia que en el término de cuarenta y 


ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de este fallo, incorpore al peticionario 


en uno de sus programas y en consecuencia, lo reubique en una actividad que pueda 


desempeñar, teniendo en cuenta su grado de escolaridad, habilidades y destrezas.  


TERCERO. LÍBRESE las comunicaciones de que trata el artículo 36 del Decreto 2591 de 


1991, para los efectos allí contemplados. 


Cópiese, notifíquese, comuníquese, publíquese en la Gaceta de la Corte Constitucional y 


cúmplase". 


En la sentencia T-081/11 dice así: 


“RESUELVE: 


PRIMERO. REVOCAR la decisión de la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Penal- 


del 5 de agosto de 2010,  que a su vez confirmó el fallo proferido por el Tribunal Superior 


del Distrito Judicial de Florencia-Caquetá- el 20 de mayo de 2010,  dentro de la acción de 


tutela presentada por el señor Cediel Carrillo Ortiz contra el Ejército Nacional de 


Colombia. En su lugar, TUTELAR los derechos fundamentales al trabajo y a la seguridad 


social del señor Cediel Carrillo Ortiz. 







SEGUNDO. ORDENAR a la Jefatura de Desarrollo Humano de la Dirección de Personal del 


Ejército Nacional que, en el término de 48 horas siguientes a la notificación del presente 


fallo, proceda a realizar el reintegro inmediato del señor Cediel Carrillo Ortiz en uno de 


sus programas, ya sea en el que se venía desempeñando o en otro afín, tomando en 


cuenta para ello el grado de escolaridad, habilidades y destrezas del demandante.   


TERCERO. ORDENAR al Ejército Nacional que realice un seguimiento a las enfermedades 


del accionante valorándose su estado periódicamente. Si en la oportunidad 


correspondiente él o los profesionales de la salud consideran que no es apto para 


continuar en sus labores debido al aumento en su incapacidad laboral, deberán recalificar 


y analizar si puede optar por la pensión de invalidez. 


En caso contrario, de encontrarse que es posible su rehabilitación se tendrá que 


garantizar tanto la asistencia médica correspondiente como la reubicación en labores que 


se ajusten tanto a su especial situación como a su nivel de conocimientos.  


CUARTO. LÍBRESE por Secretaría General la comunicación prevista en el artículo 36 del 


Decreto 2591 de 1991. 


Notifíquese, comuníquese, publíquese en la Gaceta de la Corte Constitucional y 


cúmplase.” 


En la sentenciaT-459/12 señaló:  
 


“RESUELVE: 
  
PRIMERO. REVOCAR la sentencia del 15 de diciembre de 2011 proferida por el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A,  dentro del trámite de la 
acción de tutela instaurada por Luis Pabón Moreno en contra del Ejército Nacional. En su 
lugar, TUTELAR los derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada, la 
igualdad, el trabajo, la salud, la dignidad humana y la seguridad social del señor Luis 
Arnulfo Pabón Moreno.    
 
SEGUNDO. ORDENAR a la Jefatura de Desarrollo Humano de la Dirección de Personal del 
Ejército Nacional que, en el término de 48 horas siguientes a la notificación del presente 
fallo, proceda a realizar el reintegro inmediato del señor Luis Arnulfo Pabón Moreno en 
uno de sus programas, ya sea en el que se venía desempeñando o en otro afín, tomando 
en cuenta para ello el grado de escolaridad, habilidades y destrezas del demandante.   
  
TERCERO. ORDENAR a la Jefatura de Desarrollo Humano de la Dirección de Personal del 
Ejército Nacional que, en el término de 48 horas siguientes a la notificación del presente 
fallo, proceda a realizar la afiliación al servicio de salud del señor Luis Arnulfo Pabón 
Moreno y de su núcleo familiar. 







 
CUARTO. LÍBRESE por Secretaría General la comunicación prevista en el artículo 36 del 
Decreto 2591 de 1991. 
  
Notifíquese, comuníquese, publíquese en la Gaceta de la Corte Constitucional y 
cúmplase.”  


 


CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN: 


El artículo 125 de la Constitución Nacional preceptúa: “Los empleados de los órganos y 
entidades del Estado son de carrera.  Se exceptúan los de elección popular, los de libre 
nombramiento y remoción, los de los trabajadores oficiales y demás que determine la ley. 


En Colombia a través del Decreto 1793 del 2000, se expidió el decreto por el cual se 
expide el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales de las 
Fuerzas Militares. 
 
Además, reglamenta la carrera especial de soldados profesionales, norma que regula  el 
ingreso, permanencia, ascenso y retiro de los funcionarios de esta especialidad en el 
Ejército Nacional, estatuto que presenta características particulares, pues su 
reglamentación difiere de la que rige la carrera administrativa general. 
 


Dentro de las causales de ascenso contempla, el artículo 1 en su parágrafo, Podrá ser 
ascendido a Dragoneante profesional, el soldado profesional que se distinga por su 
capacidad de liderazgo y cumpla con los siguientes requisitos: 
a. Antigüedad mínima de cinco años. 
b. Excelente conducta y disciplina. 
c. Aprobación del curso para ascenso a dragoneante. 


ARTÍCULO 8. CLASIFICACIÓN: El retiro del servicio activo de los soldados profesionales, 
según su forma y causales, se clasifica así: 
a) Retiro temporal con pase a la reserva. 


1. Por solicitud propia 
2. Por disminución de la capacidad psicofísica. 
3. Numeral INEXEQUIBLE>. 


b) Retiro absoluto. 
1. Por inasistencia al servicio por más de diez (10) días consecutivos sin causa 


justificada. 
2. Por decisión del Comandante de la Fuerza. 
3. Por incapacidad absoluta y permanente o gran invalidez. 
4. Por condena judicial. 
5. Por tener derecho a pensión. 
6. Por llegar a la edad de 45 años. 







7. Por presentar documentos falsos, o faltar a la verdad en los datos suministrados al 
momento de su ingreso. 


8. Por acumulación de sanciones. 
 


ARTÍCULO 34. RESERVISTA DE HONOR: De conformidad con las disposiciones legales 
sobre la materia, se consideran reservistas de honor los soldados profesionales heridos en 
combate o como consecuencia de la acción directa del enemigo, siempre y cuando hayan 
perdido el veinticinco por ciento (25%) o más de su capacidad psicofísica, o a quienes se 
les haya otorgado la Orden de Boyacá por acciones distinguidas de valor o heroísmo, la 
Orden Militar San Mateo, la Medalla de Servicios en Guerra Internacional, la Medalla al 
Valor o la Medalla de Servicios Distinguidos en Orden Público por acciones distinguidas de 
valor. Este personal goza de los derechos y beneficios que señalen las disposiciones 
legales vigentes. 
 
DECRETO 1796 DE 2000 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
"Por el cual se regula la evaluación de la capacidad sicofísica y de la disminución de la 
capacidad laboral, y aspectos sobre incapacidades, indemnizaciones, pensión por invalidez 
e informes administrativos  por lesiones, de los miembros de la Fuerza Pública, Alumnos 
 de las Escuelas de Formación y sus equivalentes en la  Policía Nacional, personal civil al 
servicio del  Ministerio de Defensa Nacional y de las Fuerzas Militares y personal no 
uniformado de la Policía Nacional vinculado con anterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 
1993". 
 
ARTICULO 14. ORGANISMOS Y AUTORIDADES MEDICO-LABORALES MILITARES Y DE 
POLICÍA: 
Son organismos médico-laborales militares y de policía: 
1. El Tribunal Médico-Laboral de Revisión Militar y de Policía. 
2. La Junta Médico-Laboral Militar o de Policía. 
 
Son autoridades Medico-Laborales militares y de policía: 
1. Los integrantes del Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía. 
2. Los integrantes de las Juntas Médico-Laborales. 
3. Los médicos generales y médicos especialistas de planta asignados a Medicina. 
4. Laboral de las Direcciones de Sanidad de las Fuerzas Militares y Policía Nacional. 
 
ARTICULO 15. JUNTA MEDICO-LABORAL MILITAR O DE POLICÍA: Sus funciones son en 
primera instancia: 
1. Valorar y registrar las secuelas definitivas de las lesiones o afecciones diagnosticadas. 
2. Clasificar el tipo de incapacidad sicofísica y aptitud para el servicio, pudiendo 


recomendar la reubicación laboral cuando así lo amerite. 
3. Determinar la disminución de la capacidad psicofísica. 
4. Calificar la enfermedad según sea profesional o común. 







5. Registrar la imputabilidad al servicio de acuerdo con el Informe Administrativo por 
Lesiones. 


6. Fijar los correspondientes índices de lesión si hubiere lugar a ello. 
7. Las demás que le sean asignadas por Ley o reglamento. 
 
ARTICULO 16. SOPORTES DE LA JUNTA MEDICO-LABORAL MILITAR O DE POLICÍA: Los 
soportes de la Junta Médico-Laboral serán los siguientes: 
a. La ficha médica de aptitud psicofísica. 
b. El concepto médico emitido por el especialista respectivo que especifique el 


diagnóstico, evolución, tratamiento realizado y secuelas de las lesiones o afecciones 
que presente el interesado. 


c. El expediente médico - laboral que reposa en la respectiva Dirección de Sanidad. 
d. Los exámenes paraclínicos adicionales que considere necesario realizar. 
e. Informe Administrativo por Lesiones Personales. 
PARÁGRAFO: Una vez recibidos los conceptos médicos definitivos que determinen las 
secuelas permanentes, la Junta Medico Laboral se deberá realizar a más tardar dentro de 
los noventa (90) días siguientes. 
 
ARTICULO 19. CAUSALES DE CONVOCATORIA DE JUNTA MEDICO-LABORAL: Se practicará 
Junta Médico-Laboral en los siguientes casos: 
1. Cuando en la práctica de un examen de capacidad sicofísica se encuentren lesiones o 


afecciones que disminuyan la capacidad laboral. 
2. Cuando exista un informe administrativo por lesiones. 
3. Cuando la incapacidad sea igual o superior a tres (3) meses, continuos o discontinuos, 


en un (1) año contado a partir de la fecha de expedición de la primera excusa de 
servicio total. 


4. Cuando existan patologías que así lo ameriten. 
5. Por solicitud del afectado. 
PARÁGRAFO: Si después de una Junta Médico-Laboral definitiva la persona continúa al 
servicio de la Institución y presenta más adelante lesiones o afecciones diferentes, éstas 
serán precisadas y evaluadas mediante nueva Junta Médico-Laboral. 
 
ARTICULO 20. ASISTENCIA A LA JUNTA MEDICO-LABORAL: La Junta Médico-Laboral se 
efectuará con presencia del interesado. Si dejare de asistir sin justa causa en dos (2) 
oportunidades a las citaciones que se le hagan para la práctica de la Junta Médico Laboral, 
ésta se realizará sin su presencia y con base en los documentos existentes. 
 
ARTICULO 21. TRIBUNAL MEDICO-LABORAL DE REVISION MILITAR Y DE POLICÍA: El 
Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía conocerá en última instancia de 
las reclamaciones que surjan contra las decisiones de las Juntas Médico-Laborales y en 
consecuencia podrá ratificar, modificar o revocar tales decisiones. Así mismo, conocerá en 
única instancia la revisión de la pensión por solicitud del pensionado. 







PARAGRAFO 1o: El Gobierno Nacional determinará la conformación, requisitos de los 
miembros, funciones, procedimientos y demás aspectos relacionados con el Tribunal 
Médico-Laboral de Revisión Militar y de Policía. 
PARAGRAFO 2o: Las normas correspondientes al funcionamiento del Tribunal Médico 
Laboral de Revisión Militar y de Policía contenidas en el decreto 094 de 1989, continuarán 
vigentes hasta tanto se adopte la correspondiente normatividad por parte del Gobierno 
Nacional. 
 
ARTICULO 22. IRREVOCABILIDAD: Las decisiones del Tribunal Médico-Laboral de Revisión 
Militar y de Policía son irrevocables y obligatorias y contra ellas sólo proceden las acciones 
jurisdiccionales pertinentes. 
 
ARTICULO 23. DECISIONES: Las decisiones de los organismos médico-laborales militares y 
de policía señalados en el presente decreto, serán tomadas por la mayoría de los votos de 
sus integrantes. 
 
TITULO IV. 
INFORME ADMINISTRATIVO POR LESIONES 
 
ARTICULO 24. INFORME ADMINISTRATIVO POR LESIONES: Es obligación del Comandante 
o Jefe respectivo, en los casos de lesiones sufridas por el personal bajo su mando, 
describir en el formato establecido para tal efecto, las circunstancias de modo, tiempo y 
lugar, en las que se produjeron las lesiones e informarán si tales acontecimientos 
ocurrieron en una de las siguientes circunstancias: 
a. En el servicio pero no por causa y razón del mismo, es decir, enfermedad y/o accidente 


común. 
b. En el servicio por causa y razón del mismo, es decir, enfermedad profesional y/o 


accidente de trabajo. 
c. En el servicio como consecuencia del combate o en accidente relacionado con el 


mismo, o por acción directa del enemigo, en tareas de mantenimiento o 
restablecimiento del orden público o en conflicto internacional. 


d. En actos realizados contra la ley, el reglamento o la orden superior. 
PARÁGRAFO: Cuando el accidente en que se adquirió la lesión pase inadvertido para el 
comandante o jefe respectivo, el lesionado deberá informarlo por escrito dentro de los 
dos (2) meses siguientes a su ocurrencia. 
En todo caso los organismos médico-laborales deberán calificar el origen de la lesión o 
afección. 
 
ARTICULO 25. TERMINO PARA LA ELABORACION DEL INFORME ADMINISTRATIVO POR 
LESIONES: El Comandante o Jefe respectivo deberá elaborar y tramitar el Informe 
Administrativo por Lesiones dentro de los dos (2) meses siguientes, contados a partir del 
momento en que tenga conocimiento del accidente, bien sea a través del informe rendido 
por el superior del lesionado, por informe del directamente lesionado o por conocimiento 
directo de los hechos. 







 
ARTICULO 26. MODIFICACION DEL INFORME ADMINISTRATIVO POR LESIONES: Los 
Comandos de Fuerza y la Dirección General de la Policía Nacional, quedan facultados para 
modificar el Informe Administrativo por Lesiones cuando éste sea contrario a las pruebas 
allegadas. 
La solicitud de modificación deberá presentarse dentro de los tres (3) meses siguientes, 
contados a partir de la notificación del respectivo Informe Administrativo. 
Para el personal civil de la Unidad Gestión General, la modificación del Informe 
Administrativo la realizará el Secretario General, y para el personal civil del Comando 
General de las Fuerzas Militares, la realizará el Jefe de Estado Mayor Conjunto. 
 
ARTICULO 46. DETERMINACIÓN DE CRITERIOS: El Gobierno Nacional determinará para 
efectos de la valoración del personal que trata el presente decreto, los criterios de 
calificación de la capacidad sicofísica, de disminución de la capacidad laboral e 
indemnizaciones y de la clasificación de las lesiones y afecciones. 
Los criterios anteriormente citados serán revisados, modificados o actualizados cuando 
menos una vez cada tres años, teniendo en cuenta los avances técnico-científicos 
correspondientes. 
 
ARTICULO 47. PRESCRIPCIÓN: Las prestaciones establecidas en el presente decreto 
prescriben: 
a. Las mesadas pensionales en el término de tres (3) años. 
b. Las demás prestaciones en el término de un (1) año. 
 
ARTICULO 48. ARTICULO TRANSITORIO: Hasta tanto el Gobierno Nacional determine lo 
correspondiente a la valoración y calificación del personal que trata el presente decreto, 
los criterios de calificación de la capacidad psicofísica, de disminución de la capacidad 
laboral e indemnizaciones y de la clasificación de las lesiones y afecciones, continuarán 
vigentes los artículos 47 al 88 del decreto 094 de 1989, excepto el artículo 70 de la misma 
norma. 
 
ARTICULO 49. FAVORABILIDAD: Las normas consagradas en el presente decreto se 
aplicarán respetando los derechos adquiridos conforme a las disposiciones legales 
vigentes. 
 
ARTICULO 50. VIGENCIA Y DEROGATORIAS: El presente decreto rige a partir de la fecha 
de su publicación y deroga todas las normas que le sean contrarias, sin perjuicio de la 
aplicación de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1o de este decreto. 
(lo subrayado fue declarado inexequible) 
 
 
DECRETO NUMERO 0094 DE 1989(enero 11): 
Por el cual se reforma el estatuto de la capacidad sicofísica, incapacidades, invalideces  e 
indemnizaciones del personal de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares y de la 
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Policía Nacional, soldados, Grumetes, Agentes,  Alumnos de las Escuelas de Formación y 
personal civil del Ministerio de Defensa y la Policía Nacional. 


Aplicabilidad: 


Artículo 1º. El presente Decreto regula la capacidad sicofísica, incapacidades , invalideces 
e indemnizaciones del personal de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares y de la 
Policía Nacional , soldados , Grumetes, Agentes , Alumnos de las Escuelas de Formación y 
personal civil del Ministerio de Defensa Nacional y la Policía Nacional. 


De la capacidad sicofísica. 


Artículo 2º. Definición de capacidad sicofísica . El personal de que trata el presente 
Decreto deberá reunir las condiciones sicofísicas para el integro y permanencia en el 
servicio , teniendo en cuenta su categoría y  cargo. 


Artículo 3º . Calificación de la capacidad sicofísica . La capacidad sicofísica de las personas 
para  su ingreso y permanencia en el servicio, se califica con los conceptos de aptos, 
aplazado y no apto. 


Es apto el que presente condiciones sicofísicas que permitan desarrollar normal y 
eficientemente la actividad Militar , policial y civil correspondiente a su cargo , empleo o 
funciones. 


Será aplazado el que presente alguna lesión o enfermedad y que, mediante , pueda 
recuperar su capacidad sicofísica para el desempeño del cargo, empleo o funciones. 


Será calificado no apto que presente alguna alteración sicofísica , que no le permita 
desarrollar normal y eficientemente la actividad Militar , policial o civil  correspondiente a 
su cargo, empleo o funciones. 


1.1.Prevención, protección y rehabilitación: 


Artículo 38. Funciones de los organismos de Sanidad. Corresponde a los organismos de 
Sanidad de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional  el  cumplimiento de las funciones 
de prevención, protección y rehabilitación en beneficio del personal perteneciente a estas 
instituciones. 


Artículo 39º. - Prevención. se entiende por “Prevención“ el conjunto de medidas 
encaminadas a eliminar o neutralizar las causas determinadas de cualquier tipo de 
incapacidad. 


Artículo 40º. - Protección. Dentro del concepto general del artículo anterior; se entiende 
por “ Protección “ , el conjunto de medidas orientadas específicamente a disminuir las 
posibilidades de lesiones o afecciones originadas en riesgos de tipo profesional. 


Artículo 41º. - Rehabilitación. La "rehabilitación" comprende aquellos procesos que 
tienden a capacitar en el mayor grado posible , física o síquicamente a un incapacitado 
con miras a su adecuado desempeño en una actividad lucrativa o de provecho general. La 
rehabilitación se busca por medio de: 


a)  Reeducación de los órganos lesionados. 







b)  Sustitución o complemento de órganos mutilados, mediante aparatos protésicos u 
ortopédicos , con su correspondiente sustitución y / o mantenimiento vitalicio, siempre 
y cuando las lesiones hayan sido ocasionadas en actos inherentes al servicio. 


c)  Reeducación profesional. 
d)  Se considera inherente al servicio de Rehabilitación de las Fuerzas Militares o de la 


Policía Nacional , en contacto y la coordinación permanente con las Bolsas Oficiales  y 
Privadas de Trabajo , en procura de cargos u oficios para el personal rehabilitado que 
no quedaré con pensión o sueldos de retiro. 


 


Artículo 42º. - Prestaciones en especie. La persona que sufra lesiones en un accidente  
común o de trabajo, o padezca de una enfermedad, tiene derecho a las siguientes 
prestaciones en especie por el tiempo necesario para definir su situación, sin perjuicio de 
las prestaciones económicas que le pudieren corresponder. 


a)  Atención médico - quirúrgica. 
b)  Medicamentos en general. 
c)  Hospitalización si fuere necesaria. 
d)  Elementos de prótesis cuando sean indispensables para los actos esenciales de la 


existencia o para la rehabilitación sicofísica del paciente , de acuerdo con tarifas que 
para tal efecto establezca el Gobierno. 
 


En el titulo señala: 


De la clasificación de las lesiones y afecciones causales generales de no aptitud. 


Artículo 47º.  Grupos que contemplan lesiones y afecciones causales de no aptitud. 
Establece los siguientes grupos que contemplan las lesiones o afecciones, que ocasionan 
causales de no aptitud para ingreso y permanencia en el servicio: 


Grupo 1.  Cráneo. 
Grupo 2.  Boca, nariz, laringe y tráquea. 
Grupo 3.  Oídos y audición. 
Grupo 4.  Dental. 
Grupo 5.  Pulmones y tórax. 
Grupo 6.  Ojos. 
Grupo 7.  Corazón y sistema vascular. 
Grupo 8.  Sangre, órganos hematopoyéticos. 
Grupo 9.  Aparato digestivo. 
Grupo 10. Aparato génito - urinario. 
Grupo 11. Sistema Nervioso. 
Grupo 12. Enfermedades mentales  
Grupo 13. Extremidades. 
Grupo 14. Columna vertebral, costillas y articulación sacro - ilíaca. 
Grupo 15. Piel y tejidos. 
Grupo 16.  Glándulas endocrinas , metabolismo. 







Grupo 17. Enfermedad sistémica. 
Grupo 18. Tumores y enfermedades malignas . 
Grupo 19. Enfermedades venéreas. 
Grupo 20.  Misceláneas. 
Grupo 21. Enfermedades de origen biológico. 
 
Artículo 50 . Oídos y audición: 


a)  Oídos. 
1.  Infecciones de conducto auditivo externo graves crónica. 
2.  Mastoiditis crónica. 
3.  Mastoidectomía de meniere. 
4.  Enfermedad de meniere. 
5.  Otitis media supurada resistente a tratamiento. 


b)  Audición. 
Para el personal en servicio activo no será causal de retiro, la administración de la 
agudeza cuando el trabajador es capaz de desempeñar sus funciones con el uso de 
prótesis auditiva. 
 


Artículo 60º. -  Extremidades. 
 
a)  Miembros superiores. 


1.  Amputaciones: Amputación de parte o partes de una extremidad superior que 
interfiera con el manejo satisfactorio de armas de fuego. 


2.  Alcance de movimientos de las articulaciones así: 
a)  Hombro 


 Elevación hasta 90º.  


 Abducción hasta 90º. 
 


b)  Codo. 
Flexión hasta 100º. 


Extensión hasta 60º. 


Luxación recidivante del codo  no susceptible de tratamiento. 
c)  Miembros inferiores. 


1.  Amputaciones. 
a)  Cualquier pérdida mayor incluyendo del pie , pierna o muslo aún susceptibles  de 


adaptación de prótesis ortopédica . 
b)  Cualquier perdida mayor incluyendo el pie, pierna o muslo no susceptibles de 


prótesis. 
2 pies. 


a)  AlluxValgus con síntomas pronunciados no susceptibles de tratamiento. 
b)  Pies planos sintomáticos, que interfieren con el uso del calzado Militar. 
c)  Pie calcáneo. Equino, Valgus, varus. 







3.  Lesiones o afecciones de la rodilla que incapacitan frecuentemente y producen 
inestabilidad. 


4.  Articulaciones: limitaciones de los movimientos así: 
a)  cadera. 


 Flexión hasta 90º. 
b)  Rodilla. 


Flexión hasta 90º. 


Extensión hasta 180º. 


5.  Acordamiento de una extremidad que exceda de 5 centímetros. 
c)  otras lesiones o afecciones: 


1.  Artritis. 
a)  Artritis de etiología infecciosa con historial de incapacidad recurrente . 
b)  Artritis traumática no susceptibles de tratamiento que limita el servicio . 
c)  Osteoartritis  grave crónica. 
d)  Artritis reumatoidea o miositisreumatoidea que incapacita en forma 


permanente. 
2.  Condromalasia u osteocondritisdisecante, grave e incapacitada en forma 


permanente. 
3.  Fracturas con secuelas (deformidad marcada, dolores , con defectos 


funcionales , callo excesivo , etc.) 
4.  Articulaciones: 


a)  Artroplastia dolorosa y con limitación de la función. 
b)  Anquilosis ósea o fibrosa con pérdida de la función. 


5.  Músculos : 
Parálisis flácidas o espásticas con pérdida de la función. 


6. Miotonía Congénita  


7. Osteítis deformante. 


8. Osteartropatía hipertrofia secundaria. 


9. Osteomielitis Crónica. 


10. Trasplante de tendón con restauración no satisfactoria de la función . 


El concepto de la violación es evidente por cuanto la lesión que sufre mi poderdante no 
encaja dentro de las causales de retiro estipuladas en las normas, lo que si es claro es que 
el Ejército Nacional dejó de cumplir sus funciones médico terapéuticas para mejorar las 
condiciones físicas del soldado URUEÑA MARTINEZ HUBER, y por el contrario ésta 
situación empeoró su condición física. 


Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones solicito, respetuosamente, se acceda a 
las pretensiones de la demanda.  


 


 







COMPETENCIA: 


Es competente para conocer de este proceso en primera instancia por la cuantía, 
naturaleza y por factor territorial por cuanto el demandante tuvo como último lugar de 
trabajo en el Ejército Nacional en la Segunda División - Primera Brigada - Batallón de 
Infantería N°1 General Simón Bolívar ubicado en el municipio de Garagoa Boyacá; lo 
anterior de conformidad con lo establecido en el artículo 156, numeral 3 y 306 del CCA, y 
artículo 20 del CPC. 


OPORTUNIDAD DE LA ACCIÓN: 


La presente demanda se  presenta dentro de los términos de ley exigidos para la solicitud 
de nulidad y restablecimiento del derecho, desde luego teniendo en cuenta los términos 
de suspensión de la caducidad, por los trámites adelantados en la solicitud de conciliación 
ante la Procuraduría General de la Nación como requisito de procedibilidad. 


 
ESTIMACIÓN RAZONADA DE LA CUANTÍA: 


 
La estimo en 24'000.000 de pesos moneda corriente o el valor que arroje la reliquidación 
hasta el momento de efectuarse la misma con su debida indexación o actualización del 
monto, intereses y pago de perjuicios causados de acuerdo a lo fijado por el Honorable 
Consejo de Estado y teniendo en cuenta que el salario actual devengado al momento del 
retiro tenía un valor aproximado de 2’000.000 de pesos y que proyectados a un año nos 
daría el valor citado como cuantía, además le solicito al señor juez que dentro de la 
liquidación se incluyan las prestaciones económicas a las que tiene derecho el señor 
URUEÑA MARTINEZ HUBER y que como parte de su competencia fije y cuantifique los 
perjuicios morales que estime para este caso y sean incorporados a la cuantía estimada. 
 
 


INFRACTOR: 
 
La presente acción se dirige en contra del EJERCITO NACIONAL, con domicilio en esta 
ciudad, representada legalmente por el señor General JAIME LASPRILLA, o por quien haga 
sus veces. 
 


JURAMENTO: 
 


Bajo la gravedad del juramento, que se entiende prestado con la presentación de la 
presente, manifiesto, que ni mi poderdante ni el suscrito hemos interpuesto demanda de 
nulidad y restablecimiento del derecho por estos hechos ante otra autoridad. 
 


 







PRUEBAS Y ANEXOS: 


Solicito al señor Juez, se sirva tener como medios de prueba, la documentación aportada 
en la presente demanda. 


PRUEBAS PERICIALES: 


1. Le solicito al señor juez se sirva ordenar y decretar la prueba pericial de exámenes 
médicos al señor URUEÑA MARTINEZ HUBER ante la JUNTA REGIONAL DE 
CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ - TUNJA ubicada en el centro comercial Plaza Real Of 215, 
para que mediante dictamen pericial determine la valoración y la calificación del grado 
de invalidez del señor URUEÑA MARTINEZ HUBER, si la situación médica de este se 
puede señalar como no apto laboralmente,  además si su disminución física da derecho 
o no a pensión, si la lesión puede ser calificada como incapacidad permanente absoluta 


o gran invalidez y si es o no posible la reubicación laboral. 
 


DECLARACIONES: 
 


Solicito al señor Juez, se sirva considerar la posibilidad de llamar a declaración al 
demandante o a interrogatorio de parte y decretar esta prueba. 


PRUEBAS DOCUMENTALES: 


1. Documento privado auténtico, por medio del cual el señor URUEÑA MARTÍNEZ 
HUBER confiere poder especial al Dr. OMAR SUÁREZ CONTRERAS. 
 


2. Copia de la cédula de ciudadanía del señor URUEÑA MARTÍNEZ HUBER, aumentada 
al 150%. 
 


3. Copia del Acto Administrativo Orden Administrativa de Personal Núm. 1091 de la 
Jefatura de Desarrollo Humano del Ejército Nacional, del tres (3) de febrero de 
2014 en la que se dispone retirar del servicio activo al señor URUEÑA MARTÍNEZ 
HUBER, en el numeral 4, suscrita por el señor Coronel ANTONIO MARIA BELTRAN 
DIAZ, Director de personal del Ejército Nacional. 
 


4. Original del Acto de Notificación Personal con fecha  Seis (6) de Febrero de 2014, 
mediante el cual el señor Mayor LUIS ALBERTO APARICIO RUEDA, notificó a mi 
poderdante de la orden administrativa de personal Núm. 1091. 
 


5. Formato de solicitud de reconocimiento de cesantías por retiro, que le fue 
ordenado diligenciar al señor URUEÑA MARTÍNEZ HUBER. 
 


6. Copia del Informativo administrativo por lesiones Núm. 22 con fecha 14 de 
Diciembre de 2009, Chaparral – Tolima; suscrita por el señor Teniente Coronel 
SOLIS TORO JAIRO ANTONIO. 







 
7. Copia del Informativo administrativo por lesión del 13 de Agosto de 2012 de 


Chaparral – Tolima; suscrita por el señor Teniente Coronel CARLOS ALBERTO 
QUINCHIA URIBE. 
 


8. Certificación auténtica del 5 de marzo de 2014, mediante la cual se certifica el 
salario devengado mensualmente el señor URUEÑA MARTÍNEZ HUBER. 
 


9. Certificación laboral de tiempo de servicio en la institución. 
 


10. Derecho de petición de documentos al Ejército Nacional, suscrita por mi 
poderdante. 
 


11. Copia autenticada del Acta de Junta Médica Laboral Núm. 55301, registrada en la 
Dirección de Sanidad Ejército, Bogotá D.C. del 4 de Octubre de 2012 
 


12. Oficio mediante el cual se convoca al Tribunal Médico Militar (2 folios) 
 


13. Oficio remisorio y copia del Acta del Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y 
de Policía Núm. 5539 MDNSG-TML-41.1 registrada al folio Núm. 340 del libro del 
Tribunal Médico Laboral, con fecha de 27 de Diciembre de 2013, Bogotá D.C.  
 


14. Original Oficio remisorio y copia de la Ficha Medica Unificada, con fecha 11 de 
Marzo de 2014. 
 


15. Copia autenticada de la Certificación del Curso de Liderazgo para el mando en 
operaciones N° 13 de un personal de soldados orgánicos de la quinta división que 
se realiza en el Centro de Instrucción y Entrenamiento de la BR-13, N° 0687/DIV-
5.BR-13.CIE.S-3. de fecha 11 de Noviembre del 2008, el cual realizó el señor SLP 
URUEÑA MARTÍNEZ HUBER, suscrito por el MY. PORRAS FLORIAN JAIME DUARDO, 
Director Centro de Instrucción y Entrenamiento  BR-13. 
 


16. Copia Diploma otorgado al DGP. URUEÑA MARTÍNEZ HUBER, por haber participado 
del décimo tercer Curso de mando y liderazgo en operaciones, suscrito por el 
señor Brigadier General LUIS EDUARDO PÉREZ ARANGO, comandante décima 
tercera brigada. 
 


17. Copia mediante la cual el Comandante del Ejército Nacional le otorgó la Medalla de 
Herido en Acción al SLP. URUEÑA MARTÍNEZ HUBER, suscrita por el señor General 
OSCAR ENRIQUE GONZALES PEÑA. 
 


18. Copia del Orden del día N° 024, 025, 027, 028, 029, 030, 031, 032, 033, 034 y 035,  
expedidas por el Comando del Puesto de Mando Adelantado de Garagoa, 
mediante las cuales se asigna los servicios de centinela desde el 24 de Enero de 







2014 hasta el 5 de Febrero de 2014, en Garagoa – Boyacá, Batallón de Infantería N° 
1 General Simón Bolívar. Donde se demuestra que hasta el último momento el 
señor SLP URUEÑA MARTÍNEZ HUBER, prestó sus servicios como soldado 
profesional, sin ser inferior a las exigencias de un militar, incluso hasta después de 
la fecha de retiro. 
 


19. Copia de la Historia Clínica N° 93020076 a nombre de HUBER URUEÑA MARTÍNEZ, 
expedida por el Hospital Militar Central que data desde el año 2011 al 2013. 
 


20. Copia del Acta Individual de grado, expedida por el Colegio “San Luis Gonzaga”, en 
la ciudad de Girardot, con fecha 21 de Enero de 2012. 
 


21. Copia del diploma del Título de Bachiller Académico, conferido al señor URUEÑA 
MARTÍNEZ HUBER, el 21 de Enero de 2012 en Girardot, expedido por el Colegio 
“San Luis Gonzaga”. 
 


22. Copia de Certificados que acreditan la aprobación de los grados 6°, 7°, 8° y 9° de 
Educación Básica Secundaria y de los grados 10° y 11° de Educación Media 
Académica, expedidos por el Colegio “San Luis Gonzaga”, todos con fecha del 20 
de Marzo de 2012. (en 6 folios). 


 
23. Copia Carné de Servicios de Salud de la Dirección General de Sanidad Militar de mi 


poderdante. 
 


24. Oficio mediante el cual se cancela el servicio de salud a la familia del demandante. 
 
25. Certificado de Antecedente y Requerimientos Judiciales, expedido por la Policía 


Nacional de Colombia. 
 


26. Copia de Certificado del Banco CORPBANCA del 6 de Marzo de 2014, mediante el 
cual anuncia que el señor URUEÑA MARTÍNEZ HUBER adquirió un obligación 
bancaria con esa entidad por el valor de diecinueve millones novecientos 
veinticuatro mil ochocientos cuatro pesos moneda corriente ($19’924.804). 
 


27. Copia Constancia de COMCAJA, sobre participación en el programa de 
INFORMATICA BASICA (Windows 95, Word 7.0, Excel 7.0), otorgado al señor 
URUEÑA MARTÍNEZ HUBER. 
 


28. Copia del Registro Civil de matrimonio 
 


29. Copias autenticadas de los registro civiles de nacimiento los hijos del demandante 
 







30. Copia del Contrato de Arrendamiento de fecha 2 de Febrero de 2011, suscrito 
entre GERARDO ROLDÁN CANO como arrendador y URUEÑA MARTINEZ HUBER 
como arrendatario. 
 


31. Acta de conciliación de la Procuraduría Judicial de Tunja. 
 


 
COPIAS: 


Una (1) para el despacho. 
Una (1) para la demandada. 
Una (1) copia de la parte exigida para radicación. 


 
 


NOTIFICACIONES: 
 


A LA ENTIDAD DEMANDADA: Al Ejército Nacional en la Carrera 54 N 26 25 CAN en la 
ciudad de Bogotá D.C – judiciales@casur.gov.co Ministerio Público 
procesosjudiciales@procuraduría.gov.co Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
procesos@defensajuridica.gov.co 


Al DEMANDANTE: En la Carrera 110 # 78 f – 38 Bogotá. 


AL SUSCRITO APODERADO: Las recibiré en la secretaría de su despacho o en la Carrera 59 
# 67 – 25 Barrio Modelo Norte, Bogotá. Celular: 3143089098 


 


Del Señor Juez, 


Atentamente. 


 


 


OMAR SUAREZ CONTRERAS  


c.c. No. 19.400.210 de Bogotá  


T. P. No. 111321 C. S. de la J. 
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